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

El presente trabajo contiene una referencia a 

los delitos electorales, que son aquellos que 

tutelan o protegen la libertad, la autentici-

dad y equidad de las elecciones. Se trata de 

un documento de carácter esquemático que 

analiza los delitos aplicables en el fuero fede-

ral y el Estado de Jalisco, ordenando la ma-

teria conforme a su líneas o caracteres más 

signi�cativos, de tal modo que pueda ser útil 

para que los interesados puedan tener una 

visión rápida y actualizada del tema.

 : Delitos electorales, equi-

dad en las elecciones, bien jurídico protegido.



�is academic paper contains a reference 

to electoral o�enses, which are those that 

protect freedom, authenticity and fairness 

of elections. �e paper examines the appli-

cable o�enses under federal jurisdiction 

and the state of Jalisco, ordering the mat-

ter in accordance with its most signi�cant 

lines or characters, so that might be useful 

for stakeholders to have a quick overview 

of the topic.

 : Electoral o�enses, Electoral 

equity, Protected right.
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bienes jurídicos • El bien jurídico en los delitos electorales • Los 
delitos electorales en el ámbito federal • Los delitos electorales 
en el Estado de Jalisco • Comparativo de delitos electorales en el 
fuero federal y común del Estado de Jalisco • Conclusiones



96   , . 

Introducción

El presente trabajo contiene una referencia esquemática a los delitos electo-
rales, contenidos tanto en el Código Penal Federal como en el Código Penal 
del Estado de Jalisco y que, en suma, constituyen el conjunto de delitos que 
tienen como común denominador la afectación de la libertad, la autentici-
dad y equidad de las elecciones, como bien jurídico protegido por el tipo.

El documento se estructura en cuatro apartados, que contienen desde 
aspectos introductorios relacionados con el Derecho penal y la protección 
de los bienes jurídicos, hasta las especi�cidades del derecho penal electo-
ral, consistentes en el contenido y análisis de los tipos penales aplicables.

Se trata de un documento de carácter esquemático, lo que quiere decir 
que la materia se ordena atendiendo a su líneas o caracteres más signi�-
cativos, sin pretender ser exhaustivo, de tal modo que pueda ser útil para 
que, los estudiantes e interesados en el tema, puedan tener una visión 
rápida y actualizada del tema.

1. El Derecho penal y la protección de los bienes jurídicos

El Derecho penal, en su formulación más clásica, constituye el conjunto 
de normas que establecen los delitos y sus consecuencias jurídicas (pena o 
medida de seguridad)1

Los delitos, dentro de los Códigos Penales, se estructuran en “tipos” 
o supuestos de hecho, que determinan las conductas punibles abstracta-
mente de determinadas. Así, por ejemplo, el artículo 213 del Código Penal 
del Estado de Jalisco que señala que “comete el delito de homicidio el que 
priva de la vida a otro”.

1 Al respecto, véase: Mir Puig, Santiago: Derecho Penal. Parte General. 8ª edición, 

Barcelona, Editorial Reppertor, 2006, págs. 42 y 43.



       /               97

Los tipos penales se agrupan dentro de los Código Penales en función 
del bien jurídico que protegen. 

Los bienes jurídicos, según explica Jescheck, son intereses vitales de la 
comunidad a los que el Derecho penal otorga su protección. Protección a 
través del Derecho penal signi�ca que mediante normas jurídicas se prohí-
ben con amenaza de pena las acciones idóneas para menoscabar de modo 
particularmente peligroso los intereses vitales de la comunidad. El tipo 
arranca así de la norma, y la norma, del bien jurídico.2

El Código Penal de Jalisco no es la excepción en cuanto al agrupamiento 
de los delitos conforme al bien jurídico que lesionan o ponen en peligro y así 
tenemos que la parte especial de dicho código se divide en 23 grandes Títu-
los: Delitos contra la seguridad interior del Estado; Delitos contra la segu-
ridad pública; Atentados a las comunicaciones; Delitos contra la autoridad; 
Delitos contra la moral pública; Delitos contra el desarrollo de la personali-
dad; Revelación de secretos y la obtención ilícita de información electróni-
ca; Delitos cometidos por servidores públicos; Responsabilidad profesional; 
Falsedad; Delitos de peligrosidad social; Delitos contra la seguridad y liber-
tad sexual; Delitos contra el orden de la familia; Violación a las leyes sobre 
inhumaciones y exhumaciones; Delitos contra la paz, libertad y seguridad 
de las personas; Delitos contra el honor; Delitos contra la vida y la integri-
dad corporal; Delitos contra el patrimonio; Encubrimiento y adquisición ile-
gítima de bienes materiales de un delito; Delitos electorales; Delitos �scales; 
Delitos contra el ambiente y Delitos en materia de información pública.

Todas estos Títulos, a su vez se rami�can, en grupos de mayor especi-
�cidad, pero que comparten el bien jurídico general. Así, por ejemplo, los 
delitos contra la vida y la integridad corporal personal, se subdividen en 

2 Jescheck, Hans-Heinrich: Tratado de Derecho Penal: Parte General. Traducción de 

la cuarta edición alemana de 1988 por el Dr. José Luis Manzanares Samaniego. 

Primera edición, Granada, España, Editorial Comares, 1993, pág. 231.
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lesiones, homicidio, parricidio, instigación o ayuda al suicidio, infantici-
dio, aborto y abandono de personas, mientras que entre los delitos contra 
el patrimonio se encuentran el robo, el fraude, los daños, etc. 

El Código Penal Federal no es la excepción en cuanto al agrupamiento 
de los delitos en torno al bien jurídico que protegen y así enuncia 25 títulos: 
Delitos contra la seguridad de la Nación; Delitos contra el Derecho Interna-
cional; Delitos contra la Humanidad; Delitos contra la seguridad pública; 
Delitos en materia de vías de comunicación y de correspondencia; Delitos 
contra la autoridad; Delitos contra la salud; Delitos contra el libre desarro-
llo de la personalidad; Revelación de secretos y acceso ilícito a sistemas y 
equipos de informática; Delitos cometidos por servidores públicos; Delitos 
cometidos contra la administración de justicia; Responsabilidad profesio-
nal; Falsedad; Delitos contra la economía pública; Delitos contra la libertad 
y el normal desarrollo psicosexual; Delitos contra el estado civil y bigamia; 
Delitos en materia de inhumaciones y exhumaciones; Delitos contra la paz 
y seguridad de las personas; Delitos contra la vida y la integridad corporal; 
Delitos contra el honor (derogados); Privación ilegal de la libertad y de otras 
garantías; Delitos en contra de las personas en su patrimonio; Encubrimien-
to y operaciones con recursos de procedencia ilícita; Delitos electorales y en 
materia de registro nacional de ciudadanos; Delitos contra el ambiente y la 
gestión ambiental; y Delitos en materia de Derechos de Autor.

2. El bien jurídico en los delitos electorales

El artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
señala que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la 
Unión y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, 
agregando que “la renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se rea-
lizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas”.

Asimismo, la fracción V de este artículo indica que la organización de 
las elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de 
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un organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral 
y que en el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, indepen-
dencia, imparcialidad y objetividad serán principios rectores. 

Por su parte, el artículo 12 de la Constitución Política del Estado de 
Jalisco, en su primer párrafo y tres primeras fracciones, señala que: 

Artículo 12. La renovación de los titulares de los poderes Legislativo y Eje-
cutivo, así como de los ayuntamientos, se realizará mediante elecciones 
libres, auténticas y periódicas conforme a las siguientes bases:
i.  En el ejercicio de la función electoral, serán principios rectores la certe-

za, legalidad, independencia, imparcialidad, equidad y objetividad;
ii.  En los términos de la ley, toda elección popular será directa, excep-

tuando las que haga el Congreso para: 
a)  Suplir al Gobernador del Estado en sus faltas temporales o absolutas; 
b)  Para elegir a los magistrados del Poder Judicial del Estado y a los 

integrantes de órganos jurisdiccionales o administrativos previstos 
en esta Constitución, y

c)  Para elegir a los integrantes de los concejos municipales en los ca-
sos que esta Constitución dispone;

iii.  La organización de los procesos electorales es una función estatal que 
se realiza a través de un organismo público autónomo denominado 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del estado de Jalisco 
dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integra-
ción participan el Poder Legislativo, los partidos políticos y los ciuda-
danos, en los términos que ordene la ley, y …

Las anteriores prescripciones constitucionales constituyen indicadores o 
guías que nos llevan a considerar que el bien jurídico protegido en los delitos 
electorales es la libertad y autenticidad de las elecciones, lo que ha de rea-
lizarse mediante una adecuada función electoral, en donde la certeza, lega-
lidad, independencia, imparcialidad y objetividad sean principios rectores.
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En este sentido se pronuncia Jorge Reyes Tayabas, para quien el bien 
jurídico protegido, en sentido amplio y en general para los delitos electora-
les, es la adecuada función electoral, excepto para el previsto en el artículo 
408 del Código Penal Federal, en el que el bien jurídico protegido es la ade-
cuada función legislativa a realizarse de conformidad con los resultados 
electorales que incidan en la integración de las Cámaras.

 Dentro de ese concepto –sigue diciendo Reyes Tayabas– se abarca al 
mismo tiempo la tutela al proceso electoral en general y la tutela al estado 
político de los ciudadanos en cuanto comprende los derechos de voto acti-
vo y pasivo, así como el de asociarse y reunirse pací�camente para tomar 
parte en los asuntos políticos del país, plasmado éste en la formación de 
partidos políticos, cuya reglamentación primaria se contiene en el Artícu-
lo 41 de la Constitución Federal.3

 De acuerdo con este autor, el sujeto pasivo en los delitos electorales 
lo es el Estado, en tanto a éste, por conducto de los órganos competentes, 
corresponde la organización de las elecciones, pero cuando estos delitos 
trasciendan a afectar derechos de los electores, o de los partidos o de los 
candidatos, o de los representantes de éstos, ellos tendrán también la 
calidad de sujetos pasivos.4

Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por medio de 
los Tribunales Colegiados de Circuito, señala que el bien jurídico protegido 
por los delitos electorales en sentido amplio y general es la adecuada función 
electoral como medio de antonomasia de expresión de la voluntad popular.5

3 Cfr. Reyes Tayabas, Jorge: Análisis de los delitos electorales y criterios aplicativos. 1ª 

edición, México, Procuraduría General de la República, 1994, pp. 19 y 20.
4 Vid. ibid. Supra, pp. 21 y 22.
5 Véase la tesis Bajo el rubro: delitos electorales. desde el punto de vista del 

resultado que producen y del daño que causan, deben considerarse ilíci-

tos de simple actividad y de peligro los. Novena Época. Instancia: Tribunales 
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La Procuraduría General de la República, a quien, por medio de la Fis-
calía Especializada para la Atención de Delitos Electorales, corresponde 
perseguir los delitos electorales de naturaleza federal, es conforme en que 
el bien jurídico que se tutela con estos delitos es el adecuado desarrollo de 
la función pública electoral.6

Para el autor español Francisco Muñoz Conde, el bien jurídico prote-
gido en estos delitos es el proceso electoral mismo, sancionando aquellos 
comportamientos que impiden o di�cultan la libertad de decisión de los 
electores o falsean el resultado electoral.7

En un sentido similar se pronuncia Arturo Zamora Jiménez, para quien 
el objeto de tutela del Derecho penal electoral es garantizar la legalidad y 
el ejercicio de la libertad para todos los que intervienen en el proceso elec-
toral.8

Desde el punto de vista del suscrito, y atendiendo al texto constitucio-
nal y a las conductas sancionadas en los delitos electorales, el bien jurídico 
que se protege es la libertad, autenticidad y equidad de las elecciones, base 

Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta I, 

Mayo de 1995. Página: 356. Tesis: viii.2o.1 P. Tesis Aislada. Materia(s): Penal. Se-

gundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. Amparo en revisión 59/95. Miguel 

Ángel Terrones Ibarra y otro. 30 de marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 

Sergio Novales Castro. Secretaria: Elda Mericia Franco Mariscal.
6 Vid. Procuraduría General de la República, México, Delitos electorales, Disponi-

ble en Internet [citado 20/02/2012]:http://www.pgr.gob.mx/Combate%20a%20

la%20Delincuencia/Delitos%20Federales/Delitos%20Electorales/Delitos%20Elec-

torales.asp
7 Muñoz Conde, Francisco: Derecho Penal. Parte Especial. 11ª edición, España, Edito-

rial Tirant Lo Blanch, 1996, pág. 750
8 Zamora Jiménez, Arturo: Delitos Electorales. 1ª edición, Ángel Editor, México, 

2003, p. 59.
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de la renovación de los poderes legislativo y ejecutivo, y no necesariamen-
te la función electoral misma.

3. Los delitos electorales en el ámbito federal

Corresponde adentrarnos de manera particular en el conocimiento de los 
delitos electorales, en este caso, los de naturaleza federal, pero antes con-
viene tener presente nuestro particular sistema de competencias en ma-
teria penal, que posibilita la existencia de 32 códigos penales estatales y 
uno federal.

Al respecto debemos recordar que la fracción xxi del artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cp), estable la fa-
cultad del Congreso de la Unión:

Para establecer los delitos y las faltas contra la Federación y �jar los cas-
tigos que por ellos deban imponerse; expedir leyes generales en materias 
de secuestro, y trata de personas, que establezcan, como mínimo, los tipos 
penales y sus sanciones, la distribución de competencias y las formas de 
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Mu-
nicipios; así como legislar en materia de delincuencia organizada.

Las autoridades federales podrán conocer también de los delitos del 
fuero común, cuando éstos tengan conexidad con delitos federales; 

En las materias concurrentes previstas en esta Constitución, las leyes 
federales establecerán los supuestos en que las autoridades del fuero co-
mún podrán conocer y resolver sobre delitos federales;

Por su parte, el artículo 124 cp señala que “las facultades que no están ex-
presamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, 
se entienden reservadas a los Estados”. 

Así las cosas, corresponde al Congreso de la Unión legislar en materia 
de delitos federales, secuestro, trata de personas y delincuencia organizada 
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y establecer los supuestos en que las autoridades del fuero común podrán 
conocer y resolver sobre delitos federales, en las materias concurrentes 
previstas en la Constitución, mientras que a los Congresos de los Estados 
de la República compete legislar respecto de los delitos del fuero común. 

Por ello, existen en el país 32 codi�caciones penales estatales y una 
más de naturaleza federal, en total 33, lo que ha di�cultado la homogenei-
zación de la legislación penal en el país, pero que, al menos en materia de 
delitos electorales, no parece ser tan discrepante. 

Sin embargo, dado que un conocimiento amplio de los delitos electo-
rales en nuestro país supondría una dilatada exposición, en este trabajo 
hemos optado por centrar nuestra atención en los delitos electorales de 
naturaleza federal, que al menos son representativos de una tendencia na-
cional y particularizar con la legislación del Estado de Colima, por revestir 
de interés local. 

Los delitos electorales de naturaleza federal se prevén en el título vein-
ticuatro del Código Penal Federal (cpf), bajo el epígrafe: “Delitos electora-
les y en materia de registro nacional de ciudadanos”.

Estos últimos, previstos en los artículos 409 y 410 del cpf, se re�eren al 
incipiente “Registro nacional de ciudadanos” que contemplan los artículos 
36, fracción i, de nuestra cp y 88 y 97 de la Ley General de Población y es-
capan de nuestro análisis por no estar vinculados con la materia electoral.

Asimismo, no se incluye el Artículo 408, que impone sanción de sus-
pensión de derechos políticos hasta por seis años, a quienes, habiendo 
sido electos diputados o senadores, no se presenten, sin causa justi�cada, 
a juicio de la Cámara respectiva, a desempeñar el cargo dentro del plazo de 
treinta días señalado en la Constitución, ya que en este caso, como dijimos 
antes, el bien jurídico protegido es la adecuada función legislativa.

Ahora bien, el Código Penal Federal contiene tipos penales que, en 
principio, no se diferencian de los contenidos en los códigos penales de los 
Estados, por lo que es necesario acudir a disposiciones complementarias 
para determinar cuando un delito es de naturaleza federal.
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Esta de�nición se encuentra en el artículo 50, fracción I, de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, que señala que son delitos del 
orden federal:

a)  Los previstos en las leyes federales y en los tratados internacionales. En 
el caso del Código Penal Federal, tendrán ese carácter los delitos a que 
se re�eren los incisos b) a l) de esta fracción;

b)   Los señalados en los artículos 2 a 5 del Código Penal; 
c)   Los cometidos en el extranjero por los agentes diplomáticos, personal 

o�cial de las legaciones de la República y cónsules mexicanos; 
d)  Los cometidos en las embajadas y legaciones extranjeras; 
e)  Aquellos en que la Federación sea sujeto pasivo; 
f)  Los cometidos por un servidor público o empleado federal, en ejercicio 

de sus funciones o con motivo de ellas; 
g)  Los cometidos en contra de un servidor público o empleado federal, 

en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, así como los come-
tidos contra el Presidente de la República, los secretarios del despa-
cho, el Procurador General de la República, los diputados y senadores 
al Congreso de la Unión, los ministros, magistrados y jueces del Poder 
Judicial Federal, los miembros de Consejo de la Judicatura Federal, los 
magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
los miembros del Consejo General del Instituto Federal Electoral, el 
presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, los di-
rectores o miembros de las Juntas de Gobierno o sus equivalentes de 
los organismos descentralizados;  

h)  Los perpetrados con motivo del funcionamiento de un servicio público 
federal, aunque dicho servicio esté descentralizado o concesionado; 

i)  Los perpetrados en contra del funcionamiento de un servicio público 
federal o en menoscabo de los bienes afectados a la satisfacción de di-
cho servicio, aunque éste se encuentre descentralizado o concesionado; 
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j)   Todos aquéllos que ataquen, di�culten o imposibiliten el ejercicio de 
alguna atribución o facultad reservada a la Federación; 

k)  Los señalados en el artículo 389 del Código Penal cuando se prometa o 
se proporcione un trabajo en dependencia, organismo descentralizado 
o empresa de participación estatal del Gobierno Federal;  

 l)  Los cometidos por o en contra de funcionarios electorales federales o 
de funcionarios partidistas en los términos de la fracción ii del artículo 
401 del Código Penal, y  

m)  Los previstos en los artículos 366, fracción iii; 366 ter y 366 quáter del 
Código Penal Federal, cuando el delito sea con el propósito de trasladar 
o entregar al menor fuera del territorio nacional. 

En este caso nos interesan los incisos f), delitos cometidos por un servidor 
público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo 
de ellas; g) delitos cometidos en contra de un servidor público o emplea-
do federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas; j)  delitos 
que ataquen, di�culten o imposibiliten el ejercicio de alguna atribución o 
facultad reservada a la Federación (en este caso, la función de organiza-
ción de las elecciones federales); y m) delitos cometidos por o en contra 
de funcionarios electorales federales o de funcionarios partidistas en los 
términos de la fracción ii del artículo 401 del Código Penal (dirigentes de 
los partidos políticos nacionales y de las agrupaciones políticas y sus re-
presentantes ante los órganos electorales).

Así las cosas, los delitos electorales previstos en el Código Penal Federal 
se aplican en:

• Elección de Presidente de la República
• Elección de Diputados Federales
• Elección de Senadores
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En elecciones locales, los delitos serán federales en los casos de: 

• Cuando se recojan credenciales de elector 
• Cuando se altere el registro federal de electores
• Cuando los que cometan el delito sean Servidores Públicos Federales 
• Cuando se desvíen recursos públicos federales

Establecido lo anterior, procede señalar que, en lo general, los delitos y 
disposiciones electorales que contempla el cpf, a reserva de abundar en el 
cuadro comparado con los delitos electorales del Estado de Jalisco, presen-
tan la siguiente estructura:

1. Un apartado de de�niciones de los “elementos normativos” de valora-
ción jurídica comunes a todos los delitos electorales (conceptos de ser-
vidor público, funcionario electoral, funcionario partidista, candidato, 
etc.) Se entiende por elementos normativos a aquellos que requieren 
una valoración que puede ser jurídica o social, según se trate de la ne-
cesidad de acudir a una norma jurídica o a una norma social para inter-
pretar un elemento del tipo.9 

2. Una previsión sobre las penas accesorias o adicionales a la prisión (des-
titución, inhabilitación).

3. Un listado o relación de los delitos electorales cometidos por ciudadanos.
4. Un listado o relación de los delitos electorales cometidos por ministros 

de culto.

9 Mayores datos en: Roxin, Claus: Derecho Penal: Parte General. Tomo I. Fundamentos. 

La Estructura de la Teoría del Delito. Traducción de la 2ª edición alemana de 1994 y 

notas por Diego-Manuel Luzón Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Javier de 

Vicente Remesal. Reimpresión de la 1era edición, Madrid, Editorial Civitas, 2000, 

pp. 305 a 307.
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5. Un listado o relación de los delitos electorales cometidos por funciona-
rios electorales.

6. Un listado o relación de los delitos electorales cometidos por funciona-
rios partidistas o candidatos.

7. Un listado o relación de los delitos electorales cometidos por servidores 
públicos.

8. La conducta de alterar el registro federal de Electores, los listados no-
minales o la expedición ilícita de credenciales para votar.

9. Disposiciones especiales sobre el bene�cio de la libertad provisional 
bajo caución.

4. Los delitos electorales en el Estado de Jalisco

Los delitos electorales previstos en el Código Penal para el Estado de Ja-
lisco se aplican respecto de elecciones de carácter local para Gobernador, 
Diputados locales y Ayuntamientos.

La estructura de sus disposiciones es la misma que en la legislación 
federal, incluyendo el delito previsto en Artículo 272, que impone sanción 
de suspensión de derechos políticos hasta por seis años, a quien, habiendo 
sido electo para cualquier cargo de elección, no se presente, sin causa jus-
ti�cada, a juicio del Congreso del Estado, a desempeñar el cargo dentro del 
plazo de los plazos señalados por la ley y cuyo análisis no se realiza, aten-
diendo a que, como dijimos antes respecto del su similar en la legislación 
federal, el bien jurídico protegido es la adecuada función legislativa.
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5. Comparativo de delitos electorales en el fuero federal 
y común del Estado de Jalisco

Código Penal Federal Código Penal Jalisco
Definiciones

Delitos electorales y en materia de registro na-
cional de ciudadanos

Articulo 401. Para los efectos de este Capítulo, 
se entiende por:

I. Servidores Públicos, las personas que se en-
cuentren dentro de los supuestos establecidos 
por el artículo 212 de este Código.

El artículo 212 señala que es servidor 
público toda persona que desempeñe un 
empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en la Administración Pública 
Federal centralizada o en la del Distrito 
Federal, organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal mayor-
itaria, organizaciones y sociedades asim-
iladas a éstas, fideicomisos públicos, en el 
Congreso de la Unión, o en los poderes 
Judicial Federal y Judicial del Distrito Fed-
eral, o que manejen recursos económicos 
federales. 

Definiciones

De los Delitos Electorales

Art. 266. Para los efectos de este capítulo se 
entiende por:

El Artículo 144, fracción I, señala que 
son servidores públicos los que se consid-
eran de tal forma en términos de la ley 
estatal en materia de responsabilidades 
de los servidores públicos. Esta última 
ley, en su artículo 2, considera servidores 
públicos a los representantes de elección 
popular; a los miembros del Poder Judicial 
del Estado e integrantes del Tribunal de 
Arbitraje y Escalafón; a los miembros del 
Instituto Electoral y de Participación Ciu-
dadana del Estado; a los integrantes de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos, 
los integrantes del Instituto de Transpar-
encia e Información Pública del Estado y 
en general, a toda persona que desem-
peñe un cargo o comisión de cualquiera 
naturaleza en la administración pública 
del Estado o de los municipios, así como 
a quienes presten servicios en los organ-
ismos públicos descentralizados, fideicom-
isos públicos y empresas de participación 
estatal o municipal mayoritaria, quienes 
serán responsables por los actos u omis-
iones en que incurran por el desempeño de 
sus respectivas funciones.
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Se entenderá también como Servidores Públicos 
a los funcionarios y empleados de la Adminis-
tración Pública Estatal y Municipal;

II. Funcionarios electorales, quienes en los térmi-
nos de la legislación federal electoral integren 
los órganos que cumplen funciones electorales;

III. Funcionarios partidistas, los dirigentes de los 
partidos políticos nacionales y de las agrupa-
ciones políticas, y sus representantes ante los 
órganos electorales, en los términos de la legis-
lación federal electoral;

IV. Candidatos, los ciudadanos registrados for-
malmente como tales por la autoridad compe-
tente;

V. Documentos públicos electorales, las actas de 
la jornada electoral, las relativas al escrutinio y 
cómputo de cada una de las elecciones, paquet-
es electorales y expedientes de casilla, las ac-
tas circunstanciadas de las sesiones de cómputo 
de los consejos locales y distritales, y las de los 
cómputos de circunscripción plurinominal y, en 
general todos los documentos y actas expedidos 
en el ejercicio de sus funciones por los órganos 
del Instituto Federal Electoral; y 

VI. Materiales electorales, los elementos físicos, 
tales como urnas, canceles o elementos modu-
lares para la emisión del voto, marcadoras de 
credencial, líquido indeleble, útiles de escrito-
rio y demás equipamiento autorizado para su 
utilización en las casillas electorales durante la 
jornada electoral.

I. Funcionarios electorales, quienes en los térmi-
nos de la Ley Electoral del Estado, integren los 
órganos que cumplen funciones públicas elector-
ales;

II. Representantes de partido, los dirigentes de 
los partidos políticos nacionales y estatales, sus 
candidatos y los ciudadanos a quienes en el 
curso de los procesos electorales estatales los 
propios partidos otorguen representación para 
actuar en la jornada electoral ante los órganos 
correspondientes, en los términos de la legis-
lación local electoral; y

III. Documentos públicos electorales, las actas 
oficiales de instalación de casilla, de escrutinio y 
las relativas a los diferentes cómputos, paquetes 
electorales y en general, los documentos expe-
didos en el ejercicio de sus funciones por los ór-
ganos del Consejo Electoral del Estado.
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Penas accesorios o adicionales a la prisión

Articulo 402. Por la comisión de cualquiera de 
los delitos comprendidos en el presente Capítulo 
se podrá imponer además de la pena señalada, 
la inhabilitación de uno a cinco años, y en su 
caso, la destitución del cargo.

Penas accesorios o adicionales a la prisión

Art. 277. Por la comisión de cualesquiera de los 
delitos comprendidos en el presente capítulo se 
impondrá además de la pena señalada, la sus-
pensión o inhabilitación de derechos políticos de 
uno a cinco años, y destitución del cargo, según 
sea el caso.

Delitos electorales cometidos por ciudadanos

Articulo 403. Se impondrán de diez a cien días 
multa y prisión de seis meses a tres años, a qui-
en:

I. Vote a sabiendas de que no cumple con los 
requisitos de la ley;

II. Vote más de una vez en una misma elección;

III. Haga proselitismo o presione objetivamente 
a los electores el día de la jornada electoral en 
el interior de las casillas o en el lugar en que se 
encuentren formados los votantes, con el fin de 
orientar el sentido de su voto;

IV. Obstaculice o interfiera dolosamente el de-
sarrollo normal de las votaciones, el escrutinio y 
cómputo, el traslado y entrega de los paquetes 
y documentación electoral, o el adecuado ejerci-
cio de las tareas de los funcionarios electorales;

V. Recoja en cualquier tiempo, sin causa prevista 
por la ley, credenciales para votar de los ciu-
dadanos;

VI. Solicite votos por paga, dádiva, promesa de 
dinero u otra recompensa durante las campañas 
electorales o la jornada electoral;

VII. El día de la jornada electoral viole, de cual-
quier manera, el derecho del ciudadano a emitir 
su voto en secreto;

Delitos electorales cometidos por ciudadanos

Art. 267. Se impondrá de diez a cien días multa 
y prisión de seis meses a tres años, al ciudadano 
que:

I. Vote a sabiendas de que no cumple con los 
requisitos de ley;

II. Vote más de una vez en una misma elección;

III. Haga proselitismo o presione a los electores 
el día de la jornada electoral, en el interior de 
las casillas o en el lugar en el que se encuentren 
formados los electores;

IV. Obstaculice o infiera el desarrollo normal de 
las votaciones, del escrutinio o del cómputo;

V. Recoja sin causa prevista por la ley de la ma-
teria, credenciales de elector de los ciudadanos;

VI. Solicite votos por paga, dádiva o promesa 
de dinero u otra recompensa;

VII. Viole dolosamente el secreto del voto;
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VIII. Vote o pretenda votar con una credencial 
para votar de la que no sea titular;

IX. El día de la jornada electoral lleve a cabo el 
transporte de votantes, coartando o pretendien-
do coartar su libertad para la emisión del voto;

X. Introduzca en o sustraiga de las urnas ilíci-
tamente una o más boletas electorales, o se 
apodere, destruya o altere boletas, documentos 
o materiales electorales, o impida de cualqui-
er forma su traslado o entrega a los órganos 
competentes;

XI. Obtenga o solicite declaración firmada del 
elector acerca de su intención o el sentido de su 
voto, o bien que, mediante amenaza o promesa 
de paga o dádiva, comprometa su voto en favor 
de un determinado partido político o candidato;

XII. Impida en forma violenta la instalación de 
una casilla, o asuma dolosamente cualquier con-
ducta que tenga como finalidad impedir la in-
stalación normal de la casilla; o

XIII. Durante los ocho días previos a la elección 
y hasta la hora oficial del cierre de las casillas 
que se encuentren en las zonas de husos horari-
os más occidentales del territorio nacional, pub-
lique o difunda por cualquier medio los resulta-
dos de encuestas o sondeos de opinión que den 
a conocer las preferencias de los ciudadanos *

VIII. Vote o pretenda votar con una credencial de 
la que no sea titular;

IX. El día de la elección, organice la reunión y 
traslade de votantes con el objeto de llevarlos a 
votar e influir en el sentido de su voto;

X. Introduzca en o sustraiga de las urnas ilícita-
mente una o más boletas electorales; las altere 
o destruya sin autorización del órgano electoral 
respectivo;

XI. Obtenga o solicite declaración firmada del 
elector acerca del sentido de su voto, o bien, 
que comprometa el voto mediante amenaza o 
promesa;

XII. Impida en forma violenta la instalación o 
cierre de una casilla; y

XIII. Se presente en la casilla en plan intimidato-
rio, portando armas.

* Esta fracción debe correlacionarse con el artículo 237, numeral 6, del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), que textualmente dice: “6. Durante los tres días previos 
a la elección y hasta la hora del cierre oficial de las casillas que se encuentren en las zonas de 
husos horarios más occidentales del territorio nacional, queda prohibido publicar o difundir por 
cualquier medio, los resultados de encuestas o sondeos de opinión que tengan por objeto dar a 
conocer las preferencias electorales de los ciudadanos, quedando sujetos quienes lo hicieren, a 
las penas aplicables a aquellos que incurran en alguno de los tipos previstos y sancionados en el 
artículo 403 del Código Penal Federal”. Como puede verse se trata de una conducta regulatoria 
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Delitos electorales cometidos por ministros de culto

Articulo 404. Se impondrán hasta 500 días 
multa a los ministros de cultos religiosos que, 
en el desarrollo de actos públicos propios de su 
ministerio, induzcan expresamente al electorado 
a votar en favor o en contra de un candidato o 
partido político, o a la abstención del ejercicio 
del derecho al voto.

Delitos electorales cometidos por ministros de culto

Art. 271. Se impondrán hasta quinientos días 
multa, a los ministros de culto religioso que, en 
los edificios destinados al culto o en cualquier 
otro lugar, que por cualquier medio y en el desar-
rollo de actos propios de su ministerio induzcan 
al electorado a votar en favor o en contra de un 
candidato o partido político, o a la abstención.

Delitos cometidos por funcionarios electorales

Articulo 405. Se impondrá de cincuenta a dosci-
entos días multa y prisión de dos a seis años, al 
funcionario electoral que:

I. Altere en cualquier forma, sustituya, destruya 
o haga un uso indebido de documentos relativos 
al Registro Federal de Electores;

II. Se abstenga de cumplir, sin causa justifica-
da, con las obligaciones propias de su cargo, en 
perjuicio del proceso electoral;

III. Obstruya el desarrollo normal de la votación 
sin mediar causa justificada;

IV. Altere los resultados electorales, sustraiga o 
destruya boletas, documentos o materiales elec-
torales;

V. No entregue o impida la entrega oportuna de 
documentos o materiales electorales, sin mediar 
causa justificada;

Delitos cometidos por funcionarios electorales

Art. 268. Se impondrán de cincuenta a doscien-
tos días de multa y prisión de dos a seis años, al 
funcionario electoral que:

I. Altere dolosamente, sustituya, destruya o 
haga un uso indebido de documentos relativos 
al Registro Estatal de Electores;

II. Se abstenga de cumplir, sin causa justifica-
da, sus obligaciones electorales en perjuicio del 
proceso;

III. Obstruya el desarrollo normal de la votación 
sin mediar causa justificada;

IV. Altere dolosamente los resultados electorales, 
sustraiga o destruya boletas o documentos elec-
torales;

V. No entregue o impida la entrega oportuna 
de documentos electorales, sin mediar causa jus-
tificada;

específica que reduce el plazo de prohibición para publicar o difundir encuestas a tres días pre-
vios de la elección en lugar de ocho. Surge entonces un conflicto interpretativo, pero al contener el 
COFIPE una disposición penal mas reciente y mas favorable, que además esta contenida en una ley 
especial, al tenor del principio de especialidad (artículo 6 CPF), ha de aplicarse esta última dispo-
sición. Sin embargo, se advierte una falla de técnica legislativa, pues cuando se expidió el nuevo 
COFIPE, el 14 de enero de 2008, concomitantemente debió haberse reformado esta fracción del CPF.
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VI. En ejercicio de sus funciones ejerza presión 
sobre los electores y los induzca objetivamente a 
votar por un candidato o partido determinado, 
en el interior de la casilla o en el lugar donde los 
propios electores se encuentren formados;

VII. Al que instale, abra o cierre dolosamente una 
casilla fuera de los tiempos y formas previstos 
por la ley de la materia, la instale en lugar dis-
tinto al legalmente señalado, o impida su insta-
lación;

VIII. Sin causa prevista por la ley expulse u or-
dene el retiro de la casilla electoral de represen-
tantes de un partido político o coarte los dere-
chos que la ley les concede;

IX. (DEROGADA, D.O.F. 22 DE NOVIEMBRE DE 
1996)

X. Permita o tolere que un ciudadano emita su 
voto a sabiendas de que no cumple con los req-
uisitos de ley o que se introduzcan en las urnas 
ilícitamente una o más boletas electorales; o

XI. Propale, de manera pública y dolosa, noti-
cias falsas en torno al desarrollo de la jornada 
electoral o respecto de sus resultados.

VI. En ejercicio de sus funciones ejerza presión 
sobre los electores y los induzca a votar por un 
candidato o partido determinado, en el interior 
de la casilla o en el lugar donde los propios 
electores se encuentren formados;

VII. Instale o impida, abra o cierre dolosamente 
una urna o casilla fuera de los tiempos, formas 
y lugares previstos por la ley de la materia sin 
causa justificada;

VIII. Expulse de la casilla electoral sin causa jus-
tificada al representante de un partido político 
debidamente acreditado, o le impida sin causa 
justificada el libre ejercicio de los derechos que 
la ley le concede;

IX. Enterado de la existencia de condiciones o ac-
tividades que atenten contra la libertad y el secre-
to del voto, no tome las medidas conducentes para 
que cesen, dentro del ámbito de su competencia;

X. Permita o tolere que un ciudadano emita su 
voto, a sabiendas de que no cumple con los req-
uisitos de ley o que se introduzcan en las urnas 
ilícitamente una o más boletas electorales; y

XI. Propale dolosamente noticias falsas en torno 
al desarrollo de la jornada electoral o respecto 
de sus resultados.

Delitos cometidos por funcionarios partidistas o 
candidatos

Articulo 406. Se impondrán de cien a doscientos 
días multa y prisión de uno a seis años, al funcio-
nario partidista o al candidato que:

I. Ejerza presión sobre los electores y los induzca 
a la abstención o a votar por un candidato o 
partido determinado en el interior de la casilla 
o en el lugar donde los propios electores se en-
cuentren formados;

Delitos cometidos por funcionarios partidistas o 
candidatos

Art. 269. Se impondrá de cien a doscientos días 
multa y prisión de uno a seis años, al represen-
tante de partido que:

I. Ejerza presión sobre los electores y los induz-
ca a votar por un candidato o partido determi-
nado en el interior de la casilla o en lugar donde 
los propios electores se encuentren formados;
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II. Realice propaganda electoral mientras cum-
ple sus funciones durante la jornada electoral;

III. Sustraiga, destruya, altere o haga uso inde-
bido de documentos o materiales electorales;

IV. Obstaculice el desarrollo normal de la 
votación o de los actos posteriores a la misma 
sin mediar causa justificada, o con ese fin amen-
ace o ejerza violencia física sobre los funciona-
rios electorales;

V. Propale, de manera pública y dolosa, noticias 
falsas en torno al desarrollo de la jornada elec-
toral o respecto de sus resultados;

VI. Impida con violencia la instalación, apertura 
o cierre de una casilla; o 

VII. Obtenga y utilice a sabiendas y en su cali-
dad de candidato, fondos provenientes de activ-
idades ilícitas para su campaña electoral.

Articulo 412. Se impondrá prisión de dos a nueve 
años, al funcionario partidista o a los organiza-
dores de actos de campaña que, a sabiendas 
aproveche ilícitamente fondos, bienes o servicios 
en los términos de la fracción III del artículo 407 
de este Código. En la comisión de este delito no 
habrá el beneficio de la libertad provisional.

II. Realice propaganda electoral partidista mien-
tras cumple sus funciones durante la jornada 
electoral;

III. Substraiga, destruya, altere o haga uso in-
debido de documentos oficiales de índole elec-
toral;

IV. Obstaculice el desarrollo normal de la 
votación sin mediar causa justificada, o ejerza 
violencia física o moral sobre los funcionarios 
electorales;

V. Propale dolosamente noticias falsas en torno 
al desarrollo de la jornada electoral o respecto 
de sus resultados; e

VI. Impida con violencia la instalación; apertura 
o cierre de una casilla.

Art. 276. Se impondrá prisión de uno a nueve 
años, al representante de partido o a los organi-
zadores de actos de campaña que, a sabiendas, 
aprovechen ilícitamente fondos, bienes o servi-
cios en los términos de la fracción III del artículo 
270 de este Código.

Delitos cometidos por servidores públicos

Articulo 407. Se impondrán de doscientos a cu-
atrocientos días multa y prisión de uno a nueve 
años, al servidor público que:

I. Obligue a sus subordinados, de manera ex-
presa y haciendo uso de su autoridad o jer-
arquía, a emitir sus votos en favor de un partido 
político o candidato;

Delitos cometidos por servidores públicos

Art. 270. Se impondrá de doscientos a cuatro-
cientos días multa y prisión de uno a nueve años, 
al servidor público que:

I. Obligue a sus subordinados a emitir su voto 
en favor de un candidato o partido político;
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II. Condicione la prestación de un servicio pú-
blico, el cumplimiento de programas o la real-
ización de obras públicas, en el ámbito de su 
competencia, a la emisión del sufragio en favor 
de un partido político o candidato;

III. Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o 
servicios que tenga a su disposición en virtud 
de su cargo tales como vehículos, inmuebles y 
equipos, al apoyo de un partido político o de un 
candidato, sin perjuicio de las penas que pueda 
corresponder por el delito de peculado; o

IV. Proporcione apoyo o preste algún servicio 
a los partidos políticos o a sus candidatos, a 
través de sus subordinados, usando del tiempo 
correspondiente a sus labores, de manera ilegal.

II. Condicione la prestación de un servicio pú-
blico, el cumplimiento de programas o la real-
ización de obras públicas a la emisión del sufra-
gio en favor de un partido político o candidato; 
o

III. Destine fondos, bienes o servicios que tenga 
a su disposición con motivo de su cargo tales 
como vehículos, inmuebles, equipos y servicios, 
al apoyo de un partido político o candidato, sin 
perjuicio de las penas que puedan corresponder 
por otros delitos, o proporcione ese apoyo con 
sus subordinados, usando el tiempo correspon-
diente a las labores de éstos para que lo presten 
al servicio de un partido político o candidato.

Delito de alteración del registro de electores, 
listados nominales o expedición ilícita de cre-
denciales para votar

Articulo 411. Se impondrá de setenta a dosci-
entos días multa y prisión de tres a siete años, a 
quien por cualquier medio altere o participe en 
la alteración del Registro Federal de Electores, 
de los listados nominales o en la expedición ilíci-
ta de credenciales para Votar.

Delito de alteración del registro de electores, 
listados nominales o expedición ilícita de 
credenciales para votar

Art. 273. Se impondrá de veinte a cien días mul-
ta y prisión de tres meses a cinco años, a quien:

I. Proporcione documentos o información falsa 
al Registro Estatal de Electores para obtener 
cualquier documento que en ejercicio de sus fun-
ciones deba expedir dicho registro; y

II. Altere en cualquier forma, sustituya, destruya, 
o haga un uso indebido de la credencial de elec-
tor que en los términos de ley, expida el Registro 
Estatal de Electores.

Art. 274. La pena a que se refiere el artículo an-
terior se podrá incrementar en una cuarta parte 
si las conductas son cometidas por personal del 
Registro Estatal de Electores, o el sujeto activo 
fuere de nacionalidad extranjera.
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Art. 275. Se impondrá de setenta a doscientos 
días de multa y prisión de tres a siete años, a 
quien por cualquier medio participe en la alter-
ación del registro de electores, el padrón elec-
toral, los listados nominales o en la expedición 
ilícita de credenciales para votar.

Disposiciones especiales sobre el beneficio de la 
libertad provisional bajo caución

Articulo 412. Se impondrá prisión de dos a 
nueve años, al funcionario partidista o a los or-
ganizadores de actos de campaña que, a sa-
biendas aproveche ilícitamente fondos, bienes o 
servicios en los términos de la fracción III del 
artículo 407 de este Código. En la comisión de 
este delito no habrá el beneficio de la libertad 
provisional.

Articulo 413. Los responsables de los delitos 
contenidos en el presente capítulo por haber 
acordado o preparado su realización en los 
términos de la fracción I del artículo 13 de este 
Código no podrán gozar del beneficio de la lib-
ertad provisional.

Disposiciones especiales sobre el beneficio de 
la libertad provisional bajo caución

Art. 278. Los responsables de los delitos con-
tenidos en el presente capítulo por haber acor-
dado o preparado su realización en los térmi-
nos del artículo 11 de este Código, no podrán 
gozar del beneficio de la libertad provisional.

6. Conclusiones

Como puede observarse, el listado de delitos electorales es esencialmente 
el mismo en el ámbito federal y el local del Estado de Jalisco, exceptuando 
la conducta que prohíbe publicar o difundir encuestas durante los días pre-
vios a la elección, que sólo se contempla a nivel federal.

De la misma manera, es claro que todas estas conductas, cometidas 
tanto por ciudadanos, funcionarios electorales y servidores públicos, bus-
can señaladamente proteger la libertad y la autenticidad de la elección, 
que son los valores guía y referente previstos en la Constitución. Adicio-
nalmente, la sanción a los servidores público que desvíen recursos públi-
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cos (�nancieros, humanos o materiales) para apoyar a un partido político 
o candidato, lo que busca proteger es la equidad de la elección.

Por lo anterior, creo que es corrector a�rmar y concluir que el bien ju-
rídico tutelado en los delitos electorales es la libertad, autenticidad y equi-
dad de las elecciones, base de la renovación de los poderes legislativo y 
ejecutivo.
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